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    PRÓLOGO




    Polémico, tenaz y subversivo, como lo ha sido siempre, Porfirio Muñoz Ledo expone en este texto varios de los temas de la vida pública que mayor preocupación le han despertado durante la última década.




    Reúne aquí escritos de distinta naturaleza, pero similar intención: discursos, notas, artículos de opinión, ensayos, iniciativas y posicionamientos que tienen en común la preocupación por la trascendencia de las transformaciones sociales encarnadas en la construcción institucional.




    La obra en su conjunto tensa el diálogo con la autoproclamada Cuarta Transformación y las distintas corrientes que hicieron posible el triunfo electoral del movimiento encabezado por Andrés Manuel López Obrador.




    En las páginas siguientes, Muñoz Ledo coincide con ese movimiento, pero también matiza para hacer valer sus propias ideas y, de plano, cuando le parece indispensable, disiente sin concesiones.




    El autor ofrece variaciones sobre un mismo tema: el largo recorrido que la oposición de izquierda debió realizar para llegar al poder y, también, tanto los aciertos como los yerros cometidos una vez en el gobierno.




    Éste es un libro sobre la emergencia del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) y también sobre el liderazgo de Andrés Manuel López Obrador, pero, sobre todo, es un texto sobre la mirada que Porfirio Muñoz Ledo, actor principal de dicho movimiento, tiene respecto del lopezobradorismo.




    Es sin duda un acto reflexivo leal, pero es también una crítica honesta de un hombre cuya larga biografía en la política mexicana está ligada a las apuestas complejas a favor de la transformación y el progresismo de izquierda.




    Entre las críticas más pertinentes se encuentra el rechazo a lo que Muñoz Ledo llama “el ambiente de levedades verbales” en el que hoy se desarrolla la confrontación política en México y en el resto del globo.




    Se queja el autor de “la proliferación ilimitada de la injuria, la descalificación y los frutos podridos de la discriminación y el odio. La recurrencia intencionada de las falsas noticias, la abolición de la frontera entre lo importante y lo estridente [que] alimentan la polarización política y la confusión mental”.




    A este respecto, El poder y la república busca aportar anclajes ciertos en una época lastrada por el relativismo y su engendro más terco: la posverdad. No se puede dialogar con seriedad, mucho menos llegar a acuerdos decentes en una sociedad plural y democrática, si la levedad triunfa sobre la gravedad de los términos y los acuerdos.




    No es casual que, hacia el final del libro, el autor haya entregado una serie de notas breves sobre personajes que gozaron de una estatura grande en la política nacional e internacional.




    Aquí Muñoz Ledo dialoga con individuos tan disímbolos como Maurice Duverger, Julio Scherer García, Miguel León-Portilla o Shimon Peres, entre varios otros. El recurso no tiene nada de azaroso: frente a la frivolidad y la ligereza de la política está el recurso de traer al presente a quienes ayer enfrentaron problemas de gente grande.




    Tampoco revela una coincidencia forzada el capítulo dedicado al Congreso Constituyente de la Ciudad de México, el cual tuvo como cabeza orquestadora a Porfirio Muñoz Ledo. En este esfuerzo el político y el ideólogo se dieron cita para ofrecer una ruta política distinta a la celebrada por el resto del país: un camino pactado entre las fuerzas políticas con ambición incluyente y propósito reformista. Una apuesta revolucionaria à la Muñoz Ledo: sinceramente institucional.




    De nuevo, aquí el autor alude a la refundación de Tenochtitlan, no tanto como un referente situado en el pasado próximo, sino en lo que podría ser el porvenir. Su obsesión para lograr una nueva constitución nacional respira junto con su vocación política cada vez que reflexiona sobre la República y sus transformaciones. A cada época corresponde una nueva constitución y no habrá realmente Cuarta Transformación si ésta no se acompaña de su propio texto fundacional.




    Ésta es la principal tesis de un libro cuyo autor no suele engañar en sus premisas y tampoco en sus convicciones.




    Primero aparecen las coincidencias con la Cuarta Transformación, es decir, el rechazo al neoliberalismo, la desigualdad y el gobierno de las élites. Engloba Muñoz Ledo estos tres temas complejos en una sola etiqueta: “el antiguo régimen”. Aquí no se refiere al régimen político articulado alrededor del Partido Revolucionario Institucional (PRI) que durante siete décadas gobernó el país, y frente al cual, después de haber sido parte de él, el autor se rebeló en 1988.




    En El poder y la república, el antiguo régimen es aquel cuyos cimientos fueron edificados durante las crisis económicas de la década de 1980, cuando gobernaba el país Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988). Se trata del mismo que habrían profundizado o consolidado los presidentes Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000), Vicente Fox Quesada (2000-2006), Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) y Enrique Peña Nieto (2012-2018).




    La crítica de Muñoz Ledo es la misma que sustenta la Cuarta Transformación: 30 años de políticas económicas que ampliaron las brechas de desigualdad, beneficiaron a unos cuantos actores económicos y desplazaron al Estado de su papel como rector del desarrollo y la cohesión nacional.




    Para llevar adelante la agenda de reformas consistentes con el programa “neoliberal” —acusa Muñoz Ledo— fue necesario que las fuerzas políticas se pusieran de acuerdo. Está en el corazón de la filosofía política del autor la necesidad de promover pactos y consensos cuando al mismo tiempo se tiene respeto por la pluralidad política.




    Sin embargo, para Muñoz Ledo los pactos de la época “neoliberal” dieron la espalda a la gente, porque solamente privilegiaron los intereses de la clase gobernante. A diferencia de otros esfuerzos democráticos —como, por ejemplo, la Concertación chilena o los Pactos de la Moncloa en España— el pactismo mexicano fue elitista o, más precisamente, antiplebeyo. Por eso aseguró privilegios para unos cuantos y despojó de derechos a una inmensa mayoría.




    La cúspide del pactismo elitista —eje articulador del “antiguo régimen”— habría sido el Pacto por México promovido entre 2012 y 2013 por Enrique Peña Nieto y su partido, el PRI, y al que concurrió un reducido grupo de liderazgos del Partido Acción Nacional (PAN) y del Partido de la Revolución Democrática (PRD).




    En palabras del autor: “el Pacto por México privilegió la reforma energética, la financiera, la fiscal, la de telecomunicaciones y la educativa. La reforma política quedó confinada a los intereses del entonces bloque político en el poder, así como por la incapacidad de la oposición de plantear una reforma en profundidad del sistema político”.




    Refiere a la partidocracia como un término antagónico frente a la democracia. Esta valoración coincide con una época en la que los partidos políticos perdieron reputación y respeto entre la mayoría de la población. En vez de ser vehículos para representar intereses de las ciudadanas y los ciudadanos, se habrían convertido en maquinarias para despojar, privilegiar y corromper.




    Además de la desigualdad —afirma Muñoz Ledo—, la violencia social sería rasgo característico del régimen neoliberal, como también la negación de derechos humanos y la asimetría reiterada del trato de la justicia sobre las personas más vulnerables.




    La crisis de corrupción y varios eventos relacionados con la violencia del Estado, destacadamente la desaparición de 43 normalistas de Ayotzinapa (2014), provocaron que el Pacto por México naufragara antes de que hubiera siquiera ofrecido sus primeros frutos.




    Con rapidez, el malestar social creció junto con la indolencia de las élites gobernantes. Quien paradójicamente se benefició de esta circunstancia fue Andrés Manuel López Obrador y su partido, Morena, únicas opciones que se mantuvieron al margen del Pacto por México y los acuerdos cupulares.




    Muñoz Ledo no sólo coincide con el diagnóstico político que hace cotidianamente el actual presidente de México, podría incluso decirse que comparte autoría con algunas de sus ideas principales: la posición antineoliberal, la crítica a la élite incrustada en los partidos, el repudio a la desigualdad persistente y la necesidad de refundar la República a partir de principios distintos a los imperantes.




    Sin embargo, en este texto el autor también comparte reflexiones críticas a propósito de la obra política lopezobradorista. Destaca, sobre otras, la visión que Muñoz Ledo promovió como diputado federal a propósito de los programas de bienestar dedicados a transferir recursos públicos hacia las poblaciones económicamente castigadas.




    El autor de estas páginas propuso casi al arranque de la administración lopezobradorista que se creara el Ingreso Mínimo Vital a partir de un padrón universal que asegurara para toda la población el derecho a la alimentación. Detrás de esta iniciativa estuvo obviamente la convicción de que este apoyo, por ser de carácter general, no podría ser usado de manera clientelar a favor del partido gobernante.




    A pesar de que 137 personas legisladoras de distintos partidos se sumaron a tal iniciativa, el liderazgo de la bancada de Morena en la Cámara Baja se opuso con contundencia a dicha propuesta argumentando que, para el presidente López Obrador, las prioridades eran otras.




    Esta disputa parlamentaria pasó en su momento desapercibida, pero fue clave en el desencuentro sobre la politización partidaria que Muñoz Ledo proponía evitar respecto de los programas de bienestar.




    Muñoz Ledo también ha sido crítico respecto al achicamiento excesivo del gobierno. Dicho en sus propias palabras: “uno de los dogmas del neoliberalismo que nos invadió hace más de 30 años fue el adelgazamiento del Estado”.




    Coincide con López Obrador en que al gobierno hay que despojarlo de la ostentación y el gasto superfluo y también en que los sueldos de la alta administración pública crecieron en exceso durante la era “neoliberal”.




    Sin embargo, no es un pensador que incurra en excesos ni en la comprensión simplista del presupuesto público. Para Muñoz Ledo la eficacia del gobierno se relaciona directamente con su tamaño. No puede privilegiarse un valor sobre el otro, porque ambos se correlacionan. Sin duda, los gobiernos “neoliberales” sacrificaron eficiencia favoreciendo la austeridad. Lo grave es que, so pretexto de la corrupción, la Cuarta Transformación podría terminar haciendo lo mismo.




    También se distingue el pensamiento de Muñoz Ledo en su valoración a propósito de la sociedad civil. Mientras que para Andrés Manuel López Obrador la sociedad organizada es mayoritariamente de derecha y fue por tanto cómplice del “antiguo régimen”, para Muñoz Ledo es un cuerpo “contrario a la concentración del poder y [es también] una negación del corporativismo”. Reconocer su importancia implica respetar su diversidad y los valores humanos que la nutren y califican.




    En este tema, el autor de El poder y la república no se rinde ante la posición oficial: sin sociedad civil —sin pueblos originarios, comunidad LGBTTTI, luchadores del medio ambiente, sindicatos independientes, líderes del movimiento urbano popular, servidoras sexuales, defensores de animales y feministas, entre tantos otros grupos— no sería posible hacer funcionar a la democracia moderna.




    Contrasta esta visión con la del presidente López Obrador, quien está convencido de que su gobierno puede conversar sin intermediarios con las personas, gobernar sin que la sociedad se organice y ser democrático sin que existan cuerpos que agreguen las preocupaciones de las diversas expresiones sociales.




    A partir de este argumento el libro se perfila con énfasis hacia las disidencias que también tiene Muñoz Ledo con la Cuarta Transformación. Para ello, precisa que el movimiento opositor —cuyo triunfo en las urnas se obtuvo en el verano de 2018— incluye y a la vez trasciende al lopezobradorismo. Para el autor, se trata de una fuerza política cuyo origen se halla en 1988 cuando él y Cuauhtémoc Cárdenas crearon el Frente Democrático Nacional y un año después fundaron el PRD.




    No es posible omitir en esta lectura de la historia que fue el propio Muñoz Ledo quien invitó a Andrés Manuel López Obrador para que se uniera a las filas de aquella movilización opositora, a principios de la década de 1990.




    Reclama, por tanto, en El poder y la república, “el impacto abrumador de una mayoría nacional consolidada en torno al presidente López Obrador [la cual] pareciera borrar el pasado que la hizo posible”.




    En efecto, Muñoz Ledo no se resigna a suponer que las elecciones de 2018 hayan significado el triunfo de una sola persona, y en revancha reivindica el devenir que durante más de 30 años implicó consolidar una opción de izquierda capaz de gobernar, a nivel nacional, desde la presidencia de la República.




    Otra gran disidencia tiene que ver con la relevancia que Muñoz Ledo otorga a las instituciones. Una y otra vez distingue entre el verdadero cambio de régimen, que pasa por una reforma a las instituciones, y el cambio de discurso que, por lo general, trasciende poco a su época.




    Es elocuente y a la vez lapidario cuando afirma que “la batalla por el futuro no es una lucha de gladiadores, sino la búsqueda de soluciones institucionales y de esquemas alternativos de desarrollo”.




    Reitera, pues, que lo relevante es la reforma al poder y que tal cosa pasa por construir nuevas instituciones que dejen atrás al antiguo régimen.




    En este punto Muñoz Ledo no propone nada que no haya predicado antes. Está convencido de que México necesita de una nueva constitución en la cual se plasmen, por consenso, las premisas de la nueva República o, para decirlo en términos lopezobradoristas, las bases de la Cuarta Transformación.




    Si la Independencia contó con la Constitución de 1824, la Reforma con la Constitución de 1857 y la Revolución con la de 1917, ¿por qué la pretensión de un nuevo régimen no habría de obrar parecido?




    En el año 2000 Muñoz Ledo intentó convencer a Vicente Fox de recorrer esta misma senda, pero no lo logró. Posteriormente fue artífice de la Constitución de la Ciudad de México y, fuerte de esta experiencia, continúa convencido de que el país podría todavía ver la emergencia de un nuevo texto constitucional acorde con el México del siglo XXI.




    Añade como clave principal de su propuesta una transición desde el régimen presidencial hacia otro de corte parlamentario, argumento que según Muñoz Ledo permitiría volver compatibles la gobernabilidad con la pluralidad.




    Contrastan estas propuestas con la visión del presidente López Obrador, quien no es creyente de que las sociedades cambien realmente a partir de políticas públicas y reformas institucionales, mucho menos de una nueva constitución. Además, su liderazgo se despliega evidentemente con mayor comodidad dentro del régimen presidencial.




    Concluye este libro con un epílogo denominado “Diálogo incluyente sobre la República”. En estricto sentido no es un documento de ruptura de Muñoz Ledo con la Cuarta Transformación, pero sí es una declaración de distancia. En esas últimas páginas, como en el resto del libro, el autor y el político se funden para acentuar las coincidencias, pero también para poner en perspectiva las disidencias. La ventana de oportunidad para el matiz viene cerrándose con fuerza, un poco por la estridencia y otro tanto porque la realidad se impone sobre las expectativas.




    El poder y la república es un libro doblemente biográfico: refiere a la vida de uno de los políticos más importantes de nuestra era y también a una era donde pocos son los políticos que al final serán recordados.




    Ricardo Raphael


  




  

    NOTA INTRODUCTORIA




    La presente obra es la novena de una saga de libros publicados por diversas editoriales a lo largo de 35 años: Compromisos (Posada, 1988), La sociedad frente al poder (Diana, 1993), Sueño originario y proyecto de nación (Presidencia Nacional del PRD, 1995), Por una nueva constitución (Grupo Parlamentario del PRD, Cámara de Diputados, LVII Legislatura, 1999), Sumario de una izquierda republicana (Océano, 2000), La ruptura que viene (Grijalbo, 2008), La vía radical para refundar la República (Grijalbo, 2010) y Memoria de la palabra (Debate, 2013). Estos textos que ahora se presentan son independientes del documento titulado Porfirio Muñoz Ledo. Historia oral 1933-1988 (Debate, 2017), cuya autoría es del profesor James W. Wilkie de la Universidad de Los Ángeles, California.




    Se integra por una compilación y selección de textos diversos, escritos y publicados a lo largo de una década (de 2011 a 2021): artículos de opinión, discursos, ensayos, posicionamientos e iniciativas. Contiene análisis realizados de modo evolutivo, aunque no necesariamente cronológico, sobre la situación política, social y económica tanto de México como de otros países y contextos internacionales, siempre desde perspectivas críticas y propositivas.




    Dan comienzo en las postrimerías del antiguo régimen, durante los sexenios de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, cuando llegaron a su etapa más cruda la doctrina neoliberal y corruptas estructuras de poder que iban cediendo el paso a las fuerzas progresistas. Los textos correspondientes a esa época se adelgazaron deliberadamente con el fin de acentuar una óptica evanescente. Se agrupan en el capítulo “Agonía de un régimen”.




    El segundo capítulo, “Refundación de Tenochtitlan”, recoge los trabajos que dieron rumbo y contenido a la reforma política de la capital entre 2012 y 2017. Comprende el debate jurídico y teórico para hacer coexistir la soberanía de la Ciudad con la del país y el enriquecedor debate del Congreso Constituyente, que se tradujo en una carta articulada con base en derechos exigibles y justiciables.




    En un tercer capítulo, “De oposición a gobierno”, se conjuntaron reflexiones en torno al ascenso de Andrés Manuel López Obrador a la presidencia de la República, comprendiendo desde el proceso electoral de 2018 hasta casi la mitad de su gobierno. Se analizaron de manera puntual y comparativa las propuestas de campaña con las políticas públicas impulsadas por la nueva administración, principalmente en materia económica, combate a la corrupción, seguridad ciudadana y migración, como aquellas tomadas de manera emergente a consecuencia de la pandemia provocada por el covid-19.




    En el cuarto capítulo, “El imperativo de reformar”, estimé conveniente retomar algunas de las más importantes iniciativas que como diputado al Congreso de la Unión presenté durante la LXIV Legislatura, algunas ya dictaminadas y otras pendientes de ser tramitadas. Aparecen así propuestas de gran calado, como la Ley del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la reforma integral en materia de igualdad sustantiva de género y otras, de no poca trascendencia, relativas al monto de los salarios mínimos y al ingreso básico universal como prerrogativa de todos los mexicanos.




    En el quinto capítulo, “Globalidad o vecindario”, se incluye una selección de artículos relacionados con temas internacionales y de política exterior de notoria relevancia en las relaciones fronterizas bilaterales, regionales y multilaterales de México, así como la inserción del país en un mundo globalizado.




    El sexto capítulo, “Por una nueva constitución”, está dedicado a presentar y comentar las propuestas formuladas durante este último periodo, con el fin de dar curso a la elaboración de un nuevo texto constitucional actualizado y acorde con las necesidades del siglo XXI. Un nuevo pacto social que reduzca el carácter prolijo del texto actual, así como sus contradicciones, redundancias y arcaísmos. Una Carta Magna al alcance de la gente, que comprenda un proyecto coherente de país y ofrezca certezas jurídicas para todos, así como una verdadera reconciliación nacional.




    En el séptimo capítulo se reúnen textos editados a importantes personajes de la vida pública, todos ellos fallecidos, con quienes compartí vastas experiencias e ideales comunes. Merecen especial mención los textos dedicados al comandante Fidel Castro y al presidente Salvador Allende, que se articularon a efecto de ofrecerlos en esta obra.




    A manera de epílogo se recoge el texto “Diálogo incluyente sobre la República”, fruto de reflexiones compartidas sobre el futuro del país, que pretende relanzar en un nuevo horizonte nuestras aspiraciones por un México más democrático, más justo y más soberano.




    Espero que este esfuerzo contribuya a la conciencia histórica del lector y lo invito a su consideración reflexiva y al consecuente debate de los hechos y las ideas.


  




  

    Capítulo I




    AGONÍA DE UN RÉGIMEN




    LA PRESIÓN EMPRESARIAL




    El Estado fallido es la suma y consecuencia de las inconsistencias del aparato político y las flaquezas de los gobernantes. Las indignaciones cívicas que alimentan el acontecer cotidiano lo documentan: un día la seguridad fallida, otro la justicia fallida, siempre la educación fallida y ahora la diplomacia fallida. En el trasfondo, la incapacidad regulatoria de los poderes públicos.




    La disputa protagonizada en 2011 por los grandes monstruos de las telecomunicaciones mexicanas dio prueba plena de la inexistencia de autoridad jurídica y política del Estado para conducir y arbitrar cuestiones de alto interés nacional. Ejemplificó la ley de la selva y exhibió la patología extrema en que desembocó el ciclo neoliberal, edificado sobre inmensos monopolios y contrario al libre mercado que decía promover.




    Durante décadas el desarrollo industrial del país descansó en una estrategia pública de concertación y fomento, impulso a la infraestructura, instituciones crediticias, formación de cuadros, ampliación del mercado interno, sustitución de importaciones y aprovechamiento de los recursos naturales para la economía interna. El capitalismo fue la obra póstuma de la Revolución, hasta que los propietarios decidieron en la década de 1970 quedarse con el poder por sus propios medios.




    Tras del auge ficticio de la sobreexplotación petrolera y la pésima gestión de la crisis de la deuda externa, el gobierno se lanzó en dos pendientes suicidas: la dependencia del capital financiero internacional y la sumisión a los Estados Unidos, así como los privilegios abusivos a los grupos monopólicos surgidos de las privatizaciones. Transitamos de una política de consensos nacionales a otra de contubernios público-privados.




    Coincidió con nuestra errática transición política y con la defraudación masiva del sufragio público. Carlos Salinas tejió una urdimbre de intereses para ser administrados desde el exterior del Estado y estableció un pacto bipartidista para regentearlos. En su fase catastrófica, este amasijo llamado “la mafia” colocó a Felipe Calderón en la silla presidencial para valerse de su precaria autoridad. La impotencia presidencial es así el fruto podrido de su ilegitimidad.




    El enfrentamiento de los mastodontes fue una batalla por la hegemonía empresarial muy por encima de la autoridad pública. Encerró también la capacidad omnímoda para decidir sobre los titulares formales del poder y agrupar a los satélites privados cuyo pulmón comercial son las telecomunicaciones. Una lucha entre las tres más grandes fortunas de México que arrastró en su gravitación a todas las demás.




    El avance científico a veces genera las guerras y con frecuencia las define. En este caso la convergencia tecnológica ha borrado las fronteras entre las industrias de la telefonía y la televisión, dando origen a una mutua invasión de territorios: mientras el duopolio televisivo pretendía hacer “triple play”, Telmex sólo se conformaba con el “home run”. Eso es lo que en México quedaba de la planeación estratégica del futuro nacional.




    Carlos Slim, aficionado a la fraseología, publicitó la frase “libertad de presión”, en reemplazo de la libertad de expresión. Lo que vale para todos, menos para el Estado, que funge como Tancredo de la historia. Es claro que el país estaba a la deriva, entre el intervencionismo estadounidense sin tapujos, el imperio territorial del crimen organizado, el desamparo social y la prepotencia de los únicos beneficiarios de nuestra decadencia.




    Semejante despliegue de poderes fácticos no dejaba espacio para las combinaciones políticas tradicionales. La discusión sobre las alianzas electorales se antojó bizantina y sólo abonó el descrédito de una clase política trepadora y sometida. Resultaba evidente que no podríamos recuperar el señorío sobre nuestro destino sino mediante un profundo movimiento de regeneración nacional.




    El Congreso tenía en sus manos un proyecto de reformas constitucionales sobre radio, televisión y telecomunicaciones que podría ser el principio de la reconstrucción institucional. Resultaba urgente una autoridad autónoma en la materia, capaz de dirimir conflictos, democratizar los medios y hacer prevalecer los derechos ciudadanos. Ése fue el corazón del debate y de la responsabilidad legislativa.




    LA ESPADA DE DAMOCLES




    Durante abril de 2011, en pocas semanas vieron frustrados dos embates rápidos y furiosos de la mayoría parlamentaria para aprobar reformas contrarias a los derechos humanos: los proyectos de ley del trabajo y de seguridad nacional. En ambos fue definitoria la reacción coordinada de las izquierdas, el vivo sobresalto de la opinión pública y de las organizaciones civiles y las contradicciones electorales surgidas entre las personalidades y segmentos del bloque dominante.




    Describí en la Cámara de Diputados los elementos que determinaron el intento y posterior fracaso de imponer en México un Estado flexible de excepción. Primero el albazo, bajo un esquema de pizarrón: así como en la reforma laboral se pretendió aprovechar la Semana Santa para acorralar a los diputados, en la de seguridad se buscaba aprovechar la confusión desaforada del final de sesiones para asestar un dictamen ajeno al proceso parlamentario y cancelar la competencia de las comisiones.




    En los dos casos hubo confusión y engaño. La reforma laboral presentada en marzo por el Partido Revolucionario Institucional (PRI) era distinta de la que había introducido con anterioridad y luego retirado de modo ilegal. La segunda coincidía puntualmente con la que había avanzado el Partido Acción Nacional (PAN), al grado de que el gobierno la hizo suya y fue conocida como “reforma Lozano”. La movilización sindical y social en la proximidad de los comicios del Estado de México obligó al PRI a recular y lo convirtió en víctima de los reclamos de azules desairados.




    En el último “rojazo” se llegó al galimatías: una minuta proveniente del Senado fue turnada a cinco comisiones de la Cámara de Diputados, ninguna de las cuales la había dictaminado. Se elaboró entonces un documento que respondía fielmente a las exigencias del secretario de la Defensa y se buscó forzar su adopción al margen del reglamento. El enredo se disolvió cuando fue evidente su origen en la bancada de Toluca y quedó de manifiesto el interés del gobernador por congraciarse con las fuerzas armadas.




    Para colmo, los dirigentes del Senado anunciaron su decisión de rechazarlo, con lo que encabezarían durante el tiempo que les fuese conveniente las negociaciones y concesiones al Ejército, a favor del segundo de los precandidatos del tricolor. Los panistas cayeron tardíamente en la cuenta de que ese calendario no era útil al Ejecutivo, ya que otorgaba autonomía de vuelo a los titulares de las fuerzas armadas y casi el arbitraje de la sucesión presidencial. Una Televisa con uniforme.




    Las rivalidades futuristas entre las dirigencias de los partidos cavaron la tumba de esa legislatura. Así sucumbió la reforma fiscal y así habría de empantanarse ese esperpento de reforma política con el que le cantaron las golondrinas a Xicoténcatl. La oferta de periodos extraordinarios para desahogar los pendientes fue sólo una escapatoria, por la precipitación de los tiempos políticos que haría nugatorio el trabajo de conferencia y por la inevitabilidad de un amplio debate, que exhibiría a los golpistas y a sus acólitos.




    La sociedad no podía cantar victoria: las derrotas que les infligimos fueron sólo parlamentarias. La legendaria espada de Damocles pendía sobre nuestras cabezas sostenida por un hilo frágil, que simboliza nuestra extrema vulnerabilidad. Los argumentos de los proponentes no podían ser más amenazantes: es mejor legalizar fenómenos que ya ocurren y empeoran día con día. El huevo de la serpiente siguió creciendo a despecho de la voluntad colectiva.




    El proyecto se fundó en la teoría de los “grises”: nunca hay paz completa ni guerra declarada y cada definición depende de decisiones circunstanciales y absolutistas. El objetivo era “proteger al ejército”, el cual a su vez sería intérprete de la política exterior, sin miramiento alguno por los ciudadanos ni menos por la salud de la democracia y la integridad del país. Bien decía Schedler que las “regresiones autoritarias llevan a un régimen difuso, cercano a la dictadura”. Condenados a la “lenta extinción de las instituciones”, de la que sólo podría salvarnos un proceso de regeneración nacional.




    PACTISMO Y PLURALISMO




    El 2 de diciembre de 2012 fue suscrito el Pacto por México con un alarde de propaganda y aires de restauración de la pompa del Estado, tras de dos sexenios de frivolidad panista. Los acuerdos capaces de pavimentar el progreso nacional deben ser acogidos con beneplácito, sobre todo aquellos que reflejen la voluntad genuina de los firmantes y prevean métodos verificables de implementación. No así los que sólo impliquen la cooptación del poder y mermen los avances de nuestro pluralismo.




    El evento mereció ser contemplado desde diversos ángulos. Tuvo desde luego el sabor de los actos de “unidad nacional” que proliferaron, bajo diversas modalidades, durante el antiguo régimen para atenuar las tensiones que habían provocado las acciones revolucionarias del presidente Cárdenas. Sirvieron para asentar el poder del gobierno sobre bases más amplias, escondieron con frecuencia pactos de complicidad y estuvieron en el origen del llamado “desarrollo estabilizador”.




    Como aquéllos, éste significó también un escenario legitimador independiente del proceso electoral. Ahí quedó para la iconografía la imagen de los dirigentes de los tres principales partidos y del mandatario entrante colocando sus manos sobre un texto que no es precisamente el de la Constitución. Se trata del documento que recogió entendimientos tejidos con celeridad que desarrollaron y confirmaron el programa anunciado por el gobierno e incluyeron algunas concesiones para los suscriptores. No fue un proyecto cabal para la reforma del Estado, pero hizo explícita la propuesta de fortalecer su rectoría en aspectos fundamentales como la educación y las telecomunicaciones.




    No apareció ningún cambio sustantivo en la política neoliberal y, antes bien, se afirmaron algunos de sus dogmas, como la ausencia absoluta del déficit fiscal. A la ampliación de programas sociales no corresponde una suma de recursos capaces de sufragarlos como no sea por la vía recaudatoria. La reforma hacendaria ofrecida tuvo adjetivos, pero careció de perfiles concretos. Hubo graves faltantes como el indispensable incremento de los salarios, sin el que no se expandiría el mercado interno y no llegaría por tanto el crecimiento económico prometido.




    El conjunto contenía afirmaciones de muy distinto calado y acciones de muy diversa envergadura: desde expresiones de buena voluntad hasta decisiones administrativas ordinarias, pasando por reformas legales y aun constitucionales. Destacaron por su precisión algunos capítulos, como el dedicado al entonces Distrito Federal, que en adelante se llamaría Ciudad de México. Previó además su plena autonomía a través de una Constitución propia y la creación de gobiernos colegiados de composición plural en vez de las delegaciones y propuso como método para llevar a cabo las reformas la instalación de una mesa nacional de negociación.




    Si bien en un apartado se hablaba del fortalecimiento del federalismo, en otro se comprometía a “implantar” en todo el país un Código Penal y un Código de Procedimientos Penales únicos, planteando una uniformización que podía ir en detrimento de los instrumentos jurídicos más avanzados en temas por demás sensibles y sería susceptible de provocar un sinnúmero de controversias constitucionales.




    Los planteamientos en materia de partidos políticos y elecciones eran inevitables a la luz de lo ocurrido en los comicios de 2012. Destacaba la expedición de una ley que rigiera la actividad de las organizaciones partidarias, así como la disminución de los gastos de campaña y la inclusión de causales de nulidad por utilización ilegal de recursos o compra de cobertura informativa. También la revisión de los tiempos de radio y televisión para impulsar la cultura del debate político.




    Subrayo la apertura hacia un cambio de régimen político por la vía de otorgar al presidente la facultad de establecer una coalición de gobierno. Se trataría de “construir un acuerdo con una o varias de las fuerzas opositoras para conformar una mayoría estable”, con un programa de gobierno y una agenda legislativa preferente. Precisamente lo que hicieron a través de los acuerdos que aquí comentamos, aunque todavía estuviera pendiente el gabinete de coalición que la reforma vislumbraba.




    Quedó igualmente por definir la manera de renovar nuestro gran pacto —la Constitución de 1917— en su bicentenario.




    REVUELTA POR EL SALARIO




    A finales de 2013 diversos organismos internacionales reprobaron el pésimo desempeño de nuestro país en renglones fundamentales: crecimiento económico, corrupción, pobreza, transparencia y abatimiento de los salarios, entre otros. Estas calificaciones reclaman un análisis severo, ya que cuestionan la conducción del país y el resultado de sus políticas, al tiempo que explican la muy baja calidad de vida de la población.




    Según la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), tuvimos el segundo crecimiento más bajo en la región, alrededor de 1.3%, la mitad de Brasil y un tercio de Argentina y Chile. En materia de corrupción, Transparencia Internacional nos ubicó en el lugar 106 de 177 países, Brasil se encontró 34 posiciones arriba; respecto de Uruguay tuvimos una distancia de 87 lugares. El dato inevitable es que somos considerados como el país más corrupto de la región.




    En un comparativo, la CEPAL señaló entonces el comportamiento de los países durante los siete años anteriores en relación con la pobreza y la indigencia. En dicho periodo Argentina bajó de 30.6 a 4.3 los índices de pobreza y de 11.9 a 1.7 la indigencia; Brasil, de 36.4 a 18.6 la pobreza y la indigencia de 10.7 a 5.4, y Venezuela, de 37.4 a 23.9 la pobreza y de 15.9 a 9.7 la indigencia. México en cambio empeoró en ambos factores, pasando de 31.7 a 31 en pobreza y de 8.7 a 14 en indigencia. La posición de Uruguay fue excepcional, pues de 18.8 de pobreza y 4.1 de indigencia pasó a 5.9 de pobreza y 1.1 de indigencia, 13 veces mejor que en nuestro país.




    Las agencias internacionales señalaron en el caso de México una clara relación entre el estado de pobreza que agobia a la población con la política de restricción salarial que impuso el gobierno durante 30 años, como parte constitutiva del modelo económico implantado. Podríamos hablar de la imposición de la pobreza por decreto, ya que al determinar los salarios es el gobierno el que fija o autoriza el monto final. Si se trata de los salarios contractuales, supuestamente confiados a la libre negociación entre empresas y sindicatos, es el gobierno el que establece los “topes” que no pueden rebasarse. Si se trata de los mínimos, éstos son determinados directamente por la autoridad a través de una comisión en la que se cuenta con el apoyo de los empleadores. Desde hace tiempo ha crecido la opinión de que esa comisión desaparezca y sus facultades sean absorbidas por un cuerpo especializado del Congreso.




    La pérdida del poder adquisitivo del salario mínimo no es sólo una flagrante violación a los principios establecidos por la Constitución. Se estima que desde su referente más alto (1976) esa pérdida es cercana a 80% y que debe ser resarcida para recomponer el tejido social del país. Ninguna estrategia de crecimiento económico puede funcionar si no se corrigen las terribles distorsiones que están en el fondo de las tendencias recesivas de la economía nacional.




    En los estudios que citamos queda de manifiesto que una política salarial al alza es favorable al desarrollo y al robustecimiento del mercado interno y que impacta positivamente en el combate a la pobreza, en mayor medida que los programas de asistencia social. Esto se ha venido probando en países como Brasil, Argentina y Uruguay, cuyos salarios mínimos son notoriamente superiores a los que se cubren en el país, y esa condición salarial es considerada como el elemento clave de la cohesión social y de la demanda interna.




    En cambio, la pérdida acumulativa del valor adquisitivo de la remuneración al trabajo es “la más nefasta de las distorsiones ocurridas en la economía mexicana”. El Observatorio del Salario Justo considera que habrían de recuperarse los niveles históricos de esas remuneraciones y estimó que, en comparación con 1976, los salarios mínimos deberían ser de al menos 6 mil 984 pesos. Pero si se toman en cuenta los incrementos nominales que habrían tenido desde entonces debieran fijarse en cerca de 9 mil pesos. Ahora que se habla de grandes reformas, habría que pensar en cambios que detonen en verdad el desarrollo nacional.




    LA CONSULTA Y LA REPÚBLICA




    Tras los cantos victoriosos y los denuestos que acompañaron la aprobación de la reforma energética en 2013, parecía que habíamos amanecido en un país distinto al que conocíamos. Se rompieron paradigmas profundamente anclados en la conciencia nacional. No fue “sólo un cambio en la estructura de la propiedad de los hidrocarburos sino un cambio en la estructura del Estado”. Se quebrantó el pacto social, esencia misma de una Constitución, por medio de apresurados actos legislativos federales y locales que conforman el llamado “constituyente permanente”, el cual carece de facultades para modificar los principios fundamentales de la Carta que le dio origen.




    El gobierno pronto se aprestó a festinar las reformas como si éstas tuvieran plena validez de forma inmediata, pretendiendo ignorar las voces mayoritarias de quienes demandamos una consulta popular para que la ciudadanía decidiera en última instancia el camino a seguir. Modificaciones de ese calado exigen en rigor la convocatoria a un Congreso Constituyente u originario, que habíamos sugerido para 2017, año del centenario.




    Los argumentos para descreditar y negar la posibilidad de la consulta fueron falaces. Afirmar sin más que dicho llamado a los ciudadanos resultaba tardío es olvidar que el referendo sirve precisamente para perfeccionar un acto legislativo o bien para anularlo. Sostener que la consulta sólo procede en el caso de reformas legales, pero no en el de las constitucionales, es contrario a la naturaleza misma de esa figura que alude a “decisiones trascendentales”, que generalmente son las de mayor jerarquía. Es también contrario a la práctica internacional que en muchos casos somete a consulta las constituciones en su conjunto y que con frecuencia lo hace en decisiones relacionadas con la explotación de los recursos naturales.




    La tercera República mexicana que entró en vigor en 1917 fue gradualmente desmantelada o ignorada por las sucesivas reformas neoliberales que con la reforma energética cerraron un ciclo de importantes cesiones de soberanía. Ésta no es la nueva República por la que tanto habíamos bregado, sino la degradación de la anterior; ni siquiera la reforma del Estado que planteamos, sino un híbrido de disposiciones contrapuestas que aspiraba a restaurar el autoritarismo presidencial como administrador de todo género de concesiones a los poderes fácticos nacionales y transnacionales.




    La teoría constitucional sostiene que las cartas magnas contienen el proyecto político y económico de los Estados. En ese sentido, la identidad del cuerpo constitucional es el reflejo de los procesos históricos, políticos y de las luchas sociales. Los términos en que se efectuaron dichas reformas significan la negación de esos procesos y la introducción de contrabando de un nuevo proyecto contrario al anterior, que se conserva como un marco formal e inoperante porque había sido privado de sustancia.




    En las democracias la fuente de legitimidad de la cosa pública proviene indefectiblemente de la soberanía popular. La viabilidad de toda arquitectura constitucional depende de un acto originario que la crea y hace derivar poderes constituidos que deben ser soporte y garante de los objetivos que ésta persigue, atendiendo siempre la voluntad popular que es indiscutiblemente su mandante. Aunque la globalización ha dado a discutir la vigencia del principio de soberanía, no cabe duda de que ésta no es sólo un atributo del Estado sino también la fuente de su legitimidad, que facilita el acatamiento de sus decisiones por parte de los ciudadanos. Cuando se alude a una supuesta “soberanía acotada” se está planteando la sumisión de una comunidad sometida a un poder sin consenso social.




    La aprobación de la reforma energética nos colocó de nueva cuenta ante una cita crucial en la historia del país. La consulta popular representaba un cauce institucional para resolver ese grave diferendo. No es gratuito que hayamos pugnado tenazmente por la incorporación de las vías de la democracia directa en el ejercicio del poder. La cerrazón de sus opositores evidenció su talante impositivo. No podíamos rendirnos. Era sin duda una inmensa tarea social que debía ser afrontada unitariamente y con toda determinación.




    BILIMBIQUES LEGISLATIVOS




    En 2014 fuimos convocados por la Universidad Nacional a un ciclo sobre los grandes problemas del país en homenaje a don Andrés Molina Enríquez. Desde luego que las encrucijadas de hoy no son las de entonces, pero se parecen mucho, sobre todo por la afrentosa concentración del ingreso que a principios de siglo se expresaba en la propiedad de la tierra y ahora en el manejo de las finanzas públicas.




    En nuestros días el eje de los problemas nacionales es la cuestión del poder. La forma como se genera y se ejerce; las relaciones entre el poder, la sociedad y la economía; los ámbitos del poder constitucional, del poder personal y de los poderes fácticos, los intereses a los que sirve, tanto como el equilibrio del poder nacional y el poder extranjero.




    Parece insólito que no se coloque en el centro de los acuerdos la necesidad imperiosa de reconstruir al Estado y de controlarlo democráticamente. Sin una modernización política exitosa, la seguridad y desarrollo económico irán de nuevo al fracaso. Sin embargo, la oportunidad de reformar las instituciones fue desperdiciada una vez más. De toda evidencia el Pacto por México privilegió la reforma energética, la financiera, la fiscal, la de telecomunicaciones y la educativa. La reforma política quedó confinada a los intereses del entonces bloque político en el poder, así como por la incapacidad de la oposición de plantear una reforma profunda del sistema político.




    Las modificaciones adoptadas fueron un recalentado de otras reformas electorales, aunque desde la época de Ernesto Zedillo se dijo que la de 1996 sería la definitiva. Se antojaría que después de cada elección presidencial se intentaría tapar los agujeros más notorios y corregir las tendencias más perversas. Fue una especie de compensación del régimen a cambio de lograr la aceptación de las que verdaderamente le importaban. Alguien dijo que se trató de un “moche legislativo” que contiene algunas concesiones y muchas confusiones.




    Nada garantizaba que los cambios adoptados fueran a eliminar los vicios que habían impedido equilibrar, transparentar y asegurar elecciones equitativas y libres. La reforma se destacó por las remodelaciones institucionales al otrora Instituto Federal Electoral (IFE), con un incremento considerable a la discrecionalidad de los consejeros y al gasto público. La facultad de atracción otorgada al Instituto Nacional Electoral (INE) presupone un juicio a priori sobre las condiciones de seguridad de cada Estado y el grado de imparcialidad de los gobiernos locales, lo que puede prestarse a una serie interminable de litigios y protestas.




    Una revisión cosmética de los procedimientos electorales difícilmente resolverá los problemas planteados. La cuestión central sigue siendo el cambio del régimen de gobierno, para lo que se habían avanzado algunas hipótesis que finalmente se abandonaron. Era ocasión para abolir la presidencia autoritaria, establecer la responsabilidad política del gabinete con controles parlamentarios y diseñar un marco jurídico para los gobiernos de coalición; lo era también para abrir sin temores las formas de democracia participativa, facilitando la competencia a las candidaturas independientes, volviendo oportuna y expedita la consulta popular e instaurando la revocación del mandato. Se necesitaba una verdadera democratización de los medios y avanzar hacia una efectiva rendición de cuentas sustentada en la separación de poderes y la vigilancia de la opinión pública.




    Cada supuesto avance contiene trampas y limitaciones, una consulta popular con requisitos que la vuelven inaccesible, una fiscalía autónoma ambigua y postergada, traslado de la captura por parte de los gobernadores sobre los consejeros electorales a los partidos políticos nacionales, candidaturas independientes en desventaja frente a las prerrogativas de los partidos, voto de mexicanos en el extranjero sin garantías de universalidad y eficacia. La reforma política de 2014 pasará a la historia como bilimbiques legislativos del gobierno con el fin de conseguir los votos necesarios para abrir el petróleo a la inversión privada. Ése fue el mayor objetivo perseguido por el régimen, muy por encima de la gobernabilidad y la democracia.




    ESPÍRITU DE LA NACIÓN




    El 11 de agosto de 2014 se engarzó el último eslabón para dar marcha a un nuevo ciclo en la historia de nuestro país. En un clima de entreguismo, apologías sin fundamento y confusiones conceptuales presenciamos la promulgación de las leyes secundarias en materia energética, producto a su vez de una reforma constitucional dirigida a violentar de manera frontal los principios de nuestro pacto constitucional.




    La historia de nuestro país difícilmente puede entenderse de otro modo que como un esfuerzo de generaciones por la descolonización mental, política y económica de los mexicanos. La cuestión de identidad sobre la que reposa la toma genuina de decisiones es precisamente lo que otorga a una determinación el carácter de soberana.




    Eso es lo que subyace en las decisiones que una comunidad o una nación debe adoptar, independientemente de los juegos de abalorios electorales o publicitarios en cuya maquinación participa un puñado de dirigentes legítimos o no, nacionales o extranjeros, que vienen a determinar la continuidad, la ruptura o la eventual renovación de un esfuerzo histórico.




    La imposición de un proyecto contrario a las conquistas alcanzadas durante poco más de dos siglos fue el retrato mismo de una transición en la que un país renunciaba a la lógica de su historia. Un conjunto de cambios significantes que nos condujeron a la instauración de una democracia colonial, falsamente liberal y definitivamente subordinada.




    Es paradójico que en esos días nos encontrábamos a punto de celebrar el bicentenario de la Constitución de Apatzingán, documento que por primera vez definió el concepto de soberanía popular, y se propuso, mediante la institucionalización política y jurídica de la independencia nacional, el cumplimiento de los objetivos que nos habían dado origen como nación.




    La soberanía pertenece originalmente a los pueblos que sobre cualquier persona o estamento forman una comunidad y determinan sus fines por sí mismos. Lo que al final constituye una nación es la existencia de intereses supremos a los demás, que no pueden quedar sometidos a ningún poder arbitrario. En un principio se trataba de la lucha por la tierra, de ahí que todo el aparato institucional fuera responsable incluso de administrar las rentas y los fondos nacionales.




    Se discute el fenómeno de la soberanía en la medida en que pueden existir poderes superpuestos o supranacionales. Lo que no se discute es la legitimidad de los procedimientos empleados para evitar que algunos se amparen de las propiedades o los derechos de los demás. El principio de soberanía no será arcaico mientras una sociedad preserve el atributo de definir de manera legítima los intereses y los objetivos de una comunidad. Hablar de “soberanía acotada” es aludir simplemente a las dificultades o imposibilidades materiales que impiden la culminación de un objetivo.




    He sostenido que la alteración de decisiones políticas fundamentales sólo es competencia de un constituyente originario y no de los poderes constituidos. Arrogarse de forma impúdica —como lo hicieron— la voluntad soberana del pueblo sin consultarlo sobre un tema de semejante envergadura —sobre todo en un ambiente dudosamente democrático, petrificado en los partidos políticos— fue un gesto de restauración ilegítima, al cual debió responder con todas sus fuerzas el titular original de la soberanía.




    En ese sentido, lo verdaderamente legítimo es la opinión de los interesados. Sin contar con que un embrollo de decisiones contradictorias podría llevarnos a la ruptura del andamiaje constitucional en su conjunto. Fue tan afrentoso el agravio que sufrimos los mexicanos que en un sentido estricto merecía la reconstrucción del Estado. En esa dirección se levantaron voces vigorosas que abogaron por una refundación de la República a través de un nuevo pacto fundacional.




    Nada más lógico que devolver a los electores lo que sólo a ellos pertenece: las decisiones capitales sobre su futuro. Lo que equivale a recuperar de raíz el sentido de su pasado.




    INDEFENSIÓN CIUDADANA




    Toda reforma confusa conduce a una regresión o a la caricatura jurídica de la norma que se pretendía implantar. En los inicios de la transición se había producido una fractura entre el poder y la sociedad. Se violentó la legalidad, pero se abrieron compuertas moderadas a la negociación política y a la protesta.




    Después del fraude electoral de 1988 se fue abriendo paso una nueva correlación de fuerzas y reglas para el acceso al poder público. La oposición se apoderó de las calles, las manifestaciones menudearon, cayeron gobernadores, se inició la independencia de los órganos electorales, pero no se emprendieron cambios esenciales para la democratización del Estado.




    Fue el periodo de la “reforma pactada”, que daría lugar a la alternancia política y después a una reforma de las instituciones: disolución del viejo régimen, genuino pluralismo, emergencia de la sociedad, reconstrucción del andamiaje jurídico y una nueva moral pública para el país. Elementos inseparables de cualquier transición democrática en el mundo.




    Desde nuestra propuesta inaugural, hace casi 30 años, pusimos por delante el poder ciudadano y que el sistema republicano debiera fundarse en el equilibrio entre la participación social y la representación política. En todas las agendas inscribimos un capítulo de la democracia directa y, en los acuerdos de 1996, pactamos “instaurar la figura del referéndum para reformas que incidan en decisiones políticas fundamentales”.




    Las respuestas del poder fueron siempre evasivas y confusas. En la reforma política del Pacto por México se incluyeron cláusulas aberrantes y se excluyeron conceptos precisos. No se entendió que son diversas las figuras de la democracia directa: que el referéndum es una consulta sobre una ley que ya ha sido aprobada por el Congreso y que por su importancia resulta casi siempre constitucional. Es irrisorio que se regatee la consulta sobre partes medulares de la Constitución, cuando ése es el objetivo mayor de un descontento popular.




    Por plebiscito se entiende la consulta sobre una acción política antes de que ésta se ejecute por la autoridad administrativa, dejando la expresión “consulta popular” para otros cuestionamientos que requieren una respuesta democrática en diversas materias y niveles.




    Las otras figuras de la democracia directa tienen su propia vía de acción: revocación del mandato, candidaturas independientes y deposición administrativa. En todos los casos se entiende que es una acción popular, por lo que deben crearse las condiciones para facilitar a los ciudadanos su ejercicio en vez de contribuir a fortalecer el ámbito político del poder.




    La ambigüedad de la redacción constitucional no debiera ser obstáculo para evadir una demanda popular legítima, sino una ocasión para modernizar a través de su apertura a los ciudadanos. Un referéndum es, por naturaleza, una revisión de normas aprobadas, y debe hacerse en la coyuntura en que surge la demanda y no en fechas diferidas ni simultáneamente a la presentación de otras consultas.




    Siempre se dijo que esta institución debiera emplearse con mesura y con una clara priorización de los asuntos que se van a someter. Las interpretaciones que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) hizo al respecto, en el contexto de la reforma energética, fueron restrictivas y contrarias al mandato de nuestra Constitución, la cual considera a la consulta como un derecho fundamental, que debe procesarse con el ánimo de proteger en la mayor medida a las personas y no proceder por vías oblicuas para cancelar ese derecho.




    Ninguna de las disposiciones legales entonces esgrimidas autoriza a cercenar la pregunta o eliminarla. La SCJN empleó subterfugios legaloides para denegar un derecho constitucional de las personas, por razones formales o interpretaciones torcidas. En los hechos se produjo una suerte de coalición o “confusión de poderes” entre el Ejecutivo, Legislativo y Judicial, con la consecuente indefensión de los ciudadanos, con grave lesión a los principios republicanos y una profunda fractura entre el poder y la sociedad. Los caminos del país se volvieron inciertos y el riesgo de la desobediencia civil era muy alto.




    ESQUIZOFRENIA POLÍTICA




    La práctica de repetir hasta la saciedad una verdad oficial cubierta de oropeles y muy distante de la realidad conduce a una suerte de esquizofrenia política. Esto es, a una escisión entre dos realidades: la virtual, que se impone por los medios de comunicación, y la verdadera, que se esclarece por las cifras que dan cuenta de la situación nacional y de la experiencia vivida por los ciudadanos.




    El informe presidencial era una de las herencias de nuestra tradición constitucional. La Constitución de Cádiz obligaba al monarca a presentarse a las Cortes y a dirigirles un mensaje “acorde a las circunstancias”. Esta institución fue retomada con ligeras modificaciones en las constituciones de 1824, 1857 y 1917; en esta última la obligación presidencial era doble: enviar un informe por escrito y dar cuenta del estado que guardaba la administración pública. Ello se debió, sin duda, a las exigencias que se habían manifestado por los bandos revolucionarios. Se quería no sólo la presencia protocolaria del jefe del Estado, sino la rendición de cuentas propia de un jefe de Gobierno. No se llegó, sin embargo, a consagrar la participación del Ejecutivo en un debate con los congresistas, propia de los regímenes parlamentarios.




    Los conflictos electorales suscitados por el abuso de la autoridad desde 1988 determinaron una tensión creciente entre los partidos de oposición representados en el Congreso y el Ejecutivo en turno, cuya legitimidad no era plenamente reconocida. El camino de la normalidad democrática era parlamentarizar el sistema, de modo que hubiera un diálogo entre poderes y se mantuviera una tradición republicana respetable.




    La primera ocasión en que un legislador de oposición presidió la Cámara de Diputados en 1997 pidió al presidente de la República que, además de entregar en ese acto su informe y explicarlo en su mensaje, volviera semanas después de que comparecieran sus colaboradores a un debate parlamentario propio de una democracia avanzada. Tal propuesta se fundaba en el hecho de que, constitucionalmente, el presidente es jefe del Estado, pero también jefe de Gobierno.




    Uno de los tropiezos más significativos de la transición fue la restauración del Día del Presidente, pero fuera del recinto del Congreso. Al no haber vías para la reunión formal e igualitaria entre ambos poderes, como existen en todas las democracias, podemos hablar de una ruptura constitucionalizada. De un lado, la cúpula autoritaria con un público escogido, que ni le pregunta ni responde, y, por el otro, el Congreso, que puede increpar a los secretarios de Estado, pero al que permanece intocable la figura presidencial.




    Ésta es una de las pruebas de que las reformas políticas emprendidas los últimos años no han abonado a la consolidación de un régimen genuinamente democrático y representan una regresión que favorece, en última instancia, la concentración del poder y desdeñan el debate público.




    Durante los sexenios de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, tanto las organizaciones nacionales como las internacionales dieron cuenta del estancamiento de la economía, del aumento de la desigualdad, de la parálisis del salario, de los bajos niveles de productividad, de la corrupción ascendente y de la inseguridad que antes se publicitaba y después se ocultó tras las columnas de los periódicos.




    A ello se debió, en años pasados, que las ovaciones fervorosas de los parlamentarios fueran desplazadas por las impugnaciones —también sonoras— que orillaron a los presidentes a retirarse de la tribuna del Congreso. Hoy, el rito presidencial es privado. Abrumados por la pluralidad política y relevados por la norma, los presidentes se conforman con una ceremonia que carece de formalidad legal y con un simbolismo político contraproducente, porque exhibe en el fondo un repliegue forzado por fallas e inconsistencias que el propio sistema generó.




    La solemnidad es prescindible pero no la responsabilidad republicana de informar, escuchar y responder de cara a la nación. Optar por la vía del debate sería un paso firme para mostrar voluntad de cambio y capacidad de respuesta a las legítimas exigencias del país.




    LA AUTONOMÍA CAPTURADA




    La naturaleza y el desarrollo del Poder Ejecutivo han evolucionado considerablemente desde que se estableció la división de poderes como forma de equilibrio fundamental para la democracia; se multiplicaron sus funciones y se hizo necesaria la profesionalización de sus actividades.




    En México, el organismo pionero de la autonomía constitucional es la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), cuyos estudiantes y profesores habían luchado por la libertad de cátedra hasta obtener su primer estatuto de autonomía en 1929, cuando perdió incluso su carácter nacional y recibió una dote en efectivo para que pudiera sostenerse por sí misma. En 1945 quedó consagrado el estatuto de autonomía, pero se reconoció su carácter de institución pública nacional por una ley del Congreso de la Unión.




    En los inicios de la transición democrática (1980) se les consagró “la facultad y responsabilidad de gobernarse a sí mismas” a las universidades y demás instituciones de educación superior a las que la ley otorga autonomía en la Constitución. Cabe decir que en la elección de sus autoridades no interviene formalmente el poder público y las decisiones recaen, bajo diversas modalidades, en las propias comunidades universitarias.




    Con los años se vio la conveniencia de que otras instituciones obtuvieran distintos grados de autonomía para eliminar su dependencia jerárquica del gobierno y gozar de independencia política en sus decisiones. Se estimó desde 1992 la constitucionalización de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y finalmente se formalizó su autonomía en 1999. En el apogeo del neoliberalismo se decidió otorgar al Banco de México (1993) la autonomía suficiente para mantener la estabilidad económica del país, no así la promoción de su desarrollo.




    Fue de singular trascendencia el proceso de construcción del IFE —ahora INE—. En aquél se ensayaron distintas fórmulas para alcanzar su plena autonomía respecto al gobierno, con éxito en un principio y con notoria degradación en épocas posteriores. Semejante suerte institucional podrían correr después el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI).




    Las ventajas de que los organismos autónomos actúen con independencia del gobierno son indubitables y podrían expresar la pluralidad del país e incorporar especialistas y ciudadanos probos a la toma de decisiones cruciales, obligadas a funcionar desde la óptica de largo plazo, en beneficio exclusivo de la nación y sin ceder a las presiones cotidianas de los intereses creados.




    Para mala fortuna de nuestra incipiente democracia, los actores políticos predominantes, las élites de la partidocracia y los poderes fácticos han combinado sus influencias para establecer un sistema de cuotas dentro de esos organismos. Conformaron una vasta red llamada por algunos “ejecutivo tentacular”. Son el reflejo múltiple y en ocasiones escandaloso de las fuerzas reales de poder.




    Hoy día, dichos organismos constitucionales autónomos viven una crisis de legitimidad en virtud de los procedimientos para designar a los titulares de sus cuerpos directivos, que han producido engendros memorables. Los mecanismos legales existentes para esos efectos se apartan, casi siempre, de las recomendaciones internacionales y de las buenas prácticas de otros países.




    No se ha garantizado la imparcialidad de sus miembros ni privilegiado la calidad de los perfiles que aseguren su imparcialidad y vean, como deber estricto, el interés superior encomendado. Padecemos instituciones convertidas en campos de batalla donde se desnuda el reparto de cuotas y finalmente se castiga el recto comportamiento de los dirigentes.




    Con las reformas en materia energética y de comunicaciones se multiplicaron los organismos directivos y reguladores con base en entendimientos de la cúpula gubernamental y sus aliados en el Congreso. Así, los elegidos responden frecuentemente a intereses políticos y económicos específicos y evidencian la supeditación y alianzas de los legisladores —ahora reelegibles— a los poderes fácticos predominantes.




    Resulta paradójico que los afanes democratizadores dirigidos a la ciudadanización de órganos diversos del Estado se hayan evaporado y sometido a grupos e individuos vinculados a los intereses que deberían regular. Todo derivó en la autonomía capturada.




    Éste es un capítulo avanzado de las deformaciones del texto constitucional y del olvido de los principios en los que supuestamente se sustentaban. Una razón más que justifica la revisión profunda de nuestra Carta Magna.




    REINVENCIÓN DEL ESTADO




    Hace algunos años presencié, en el marco del Foro de Biarritz y en medio de la crisis económica, una interesante mesa redonda en la que participaban François Bayrou, excandidato a la presidencia de Francia, José Antonio Ocampo, exdirector de la CEPAL, y Enrique Peña Nieto, gobernador del Estado de México. Moderaba José Figueres, expresidente de Costa Rica. El francés hizo un interesante análisis sobre las medidas de austeridad dictadas por la Unión Europea y sus consecuencias sobre los diversos países, el colombiano formuló una brillante ponencia sobre la necesaria reforma del sistema monetario y financiero internacional, el mexicano se empeñó en disminuir los alcances de la crisis y afirmó que México estaba a salvo porque obtendría su recuperación debido a la evolución de la economía estadounidense; sólo externó preocupación por el avance de los movimientos “populistas”.




    La simpleza de su argumentación, en contraste con la densidad de las otras intervenciones, causó sorpresa entre los asistentes, tratándose entonces de un precandidato a la presidencia de México. Entre los comentarios críticos del pasillo me aproximé a los consejeros del gobernador, uno de los cuales me respondió que Peña Nieto gozaba de un magnífico “hardware” pero carecía de “software”, a lo que comenté que pronto habrían de vendérselo.




    En la grave contingencia nacional vivida durante su sexenio se puso de manifiesto la falta de ideas claras sobre lo que realmente ocurría en el país y —como afirmó René Delgado— la inclinación hacia la “operación” (podría decirse manipulación) y la ausencia de “concepto”. La actitud de Peña respecto de la inmensa tragedia de Ayotzinapa fue diferida a sus colaboradores, y los acontecimientos paralelos que golpearon a la opinión pública, como las ejecuciones de Tlatlaya o la compra de la casa en las Lomas, le parecieron hechos normales susceptibles de aclararse para que la fiesta siguiera igual.




    La tragedia del “río de calabacitas” (Ayotzinapa) anuló todo tipo de propaganda gubernamental sobre el “Mexican moment”, que fue sustituido por el “Mexican horror”. La acción abominable sobre los estudiantes normalistas cimbró a toda la nación y conmovió a la opinión internacional; exhibió la complicidad de todos los órdenes de gobierno y a los tres Poderes de la Unión como los responsables de la descomposición de las instituciones públicas. Inició la crisis política más profunda del México contemporáneo.




    Las explicaciones simplistas o rutinarias resultaban inadmisibles. Se trataba de una forma inédita y particularmente cruel de agredir a la población civil; un acto de barbarie distinto a las modalidades de violencia practicadas hasta entonces en nuestro país, más aún cuando éste fue organizado con la mirada permisiva del aparato del Estado.




    Significó la más grave crisis que había enfrentado el México posrevolucionario, ya que evidenció sin atenuantes el agotamiento del régimen político. La acción pública retardada, inconexa y contradictoria, la desconexión del discurso político con exigencia social en la calle, la persistencia del pacto de impunidad entre la clase política, la servidumbre de la Suprema Corte para desdeñar las consultas populares, la rapiña de los partidos frente a la tragedia, las denuncias mutuas de la izquierda mexicana y la incapacidad del Ejecutivo mexicano para esclarecer los hechos con prontitud revelaron una clase dirigente diminuta frente a la magnitud de los acontecimientos.




    Las escenas dolientes y airadas de los padres normalistas, así como la aparición de una prensa libre, coadyuvaron poderosamente al descubrimiento de los hechos que anunciaban una primavera mexicana. Del otro lado, la inútil persistencia de una estrategia de seguridad que cada día cobraba un número mayor de víctimas civiles, así como la penetración manifiesta del crimen organizado en todas las esferas de poder, condensaron la podredumbre del aparato político. Definieron, con todas sus características, la existencia de una crisis de Estado.




    Le correspondía a la ciudadanía buscar soluciones sin claudicaciones para ese derrumbe. Si el sistema político exhibió su pequeñez, la sociedad debía empeñarse en mostrar su grandeza. No se trataba solamente de la renovación de la clase gobernante sino de la reinvención del Estado democrático.




    EL MILAGRO TIENE DUEÑOS




    En noviembre de 2014 un grupo de fundadores de la corriente democrática surgida en 1986 organizó una celebración para recordar el sentido de nuestro movimiento que naufragó por la recurrencia del fraude electoral y la formación de una coalición oligárquica vinculada con los intereses del exterior. Lo que dijimos entonces, y seguimos reiterando, ha sido holgadamente probado por los hechos. Percibimos, como muchos mexicanos, que el presidente Miguel de la Madrid avanzaba en la obra negra para instaurar de manera perdurable el proyecto neoliberal.




    A pesar de las múltiples oportunidades que este modelo tuvo para mostrar sus bondades, la cauda de daños contra la nación es innumerable. Se enraizó a lo largo de 30 años con seis máscaras gubernamentales diferentes. Fue una espiral continua que añadió promesa sobre promesa y acumuló agravios sobre agravios.




    El llamado “cambio de rumbo” del primer sexenio se convirtió en “reforma de la revolución” en el segundo, seguido luego de un “rescate económico”; después, con la “alternancia en el poder”, se preservaron servilmente las políticas anteriores que desataron por añadidura la explosión de violencia que padecemos. El Pacto por México se planteó como la síntesis de las reformas diferidas y convirtiéndose en el momento límite de resistencia del pueblo mexicano.




    El premio nobel de Economía Paul Krugman ofreció hace unos años un ejemplo de análisis retrospectivo. En la Convención Nacional de Industriales probó el fracaso de las estrategias implantadas en México durante los últimos tres decenios:




    Una de las cosas decepcionantes es el anunciado despegue del crecimiento económico; si la gente está cansada de esperar el milagro mexicano, yo también me cansé […] Sólo Dios sabe qué pasó en este país, uno de los más reformados del mundo […] No hablamos de un desempeño terrible, pero paradójicamente la apertura económica del país produjo más desigualdad y mantuvo a la economía mexicana por debajo de su capacidad [lo que, a su juicio, prueba que] el comercio no es necesariamente una buena herramienta para acabar con la brecha social.




    El distinguido economista se preguntó: “¿Cuándo se dará este milagro?”, y añadió que nuestro país tiene “desafortunadamente un alto nivel de violencia doméstica” y que en las historias relacionadas con fracasos en el mundo “se involucran guerras civiles, de manera que los desastres económicos son frecuentemente impulsados por ellas”. Lo que coincide curiosamente con la declaración del Ejército Zapatista de Liberación Nacional cuando cuestiona a quienes, ante “la catástrofe y la tormenta que viene, siguen recurriendo a los mismos métodos de lucha”.




    Hay quien afirma que el milagro mexicano ya existe, sólo que tiene dueños y son pocos: las 37 familias más acaudaladas de México con una riqueza de 180 mil millones de dólares, los ostentosos beneficiarios del narcotráfico y del crimen organizado, así como la alta burocracia. Están también presentes, en su contraparte, los que no ganan lo suficiente para sostener a sus familias y los que son víctimas de vejaciones, homicidios y miseria. Esto es, los que viven de milagro.




    Manuel Ajenjo añadió que “a pesar de la impunidad de los que tienen poder y dinero y de los muchos millonarios que se producen cada sexenio, en contraste con la creciente población que vive en la pobreza alimentaria, no estamos viviendo una revolución”.




    En el contexto previo a celebrarse las elecciones intermedias de 2015, la crispación de los mexicanos no parecía reflejarse en el discurso político. Fue como si las preocupaciones verdaderas de los ciudadanos y los artificios de la propaganda corrieran por pistas distintas. Como si hubiésemos estado cumpliendo un ritual que, cualquiera que fuese el resultado, no modificaría la situación dramática en que el país se encontraba.




    La sustitución de la ideología por la propaganda era un pilar del sistema y causa de la indefensión ciudadana. Asistimos a una devaluación del sufragio porque la partidocracia había corrompido el sistema representativo y determinado la imposibilidad virtual de que la sociedad pudiera acceder al poder por la vía electoral.




    Si el objetivo de las izquierdas es impulsar el cambio histórico que requerimos, es menester plantear un nuevo paradigma claramente distinto del anterior, sobre el cual pueda construirse un nuevo consenso social.




    REFORMA DEL PODER




    A finales de julio de 2015, una encuesta periodística exhibía el nivel más bajo de aprobación para un Ejecutivo federal en los últimos 18 años. Al pésimo desempeño económico y al hartazgo social por la pobreza y la impunidad se añadieron fenómenos sintomáticos como la inverosímil escapatoria de Joaquín el Chapo Guzmán, el fracaso de la primera ronda de licitaciones petroleras y la caída del peso, que no pudieron ser ocultadas ni con la destitución de Miguel el Piojo Herrera de la Selección Mexicana de Futbol.




    El sistema presidencial mexicano padecía un evidente agotamiento, agravado por la transición fallida y la creciente influencia de los poderes fácticos y las finanzas internacionales. En apariencia, el nuestro es uno de los sistemas presidenciales en los que la concentración del poder es más acentuada. La simbología y las atribuciones del Ejecutivo lo hacen el pivote alrededor del cual giran los equilibrios del Estado. Por ello mismo, cuando éste falla, el vacío crea la sensación de derrumbe.




    El diseño institucional de los poderes públicos, lejos de proporcionar canales idóneos para que las exigencias sociales se procesen, se convirtió en una de las principales fuentes de conflicto. El carácter autocrático de nuestro presidencialismo respondió al impulso de pacificar el país, centralizar las decisiones fundamentales y promover cambios de gran envergadura. Dejó, sin embargo, un inmenso déficit de ciudadanía, quebrantó el equilibrio de poderes e hizo prácticamente nugatoria la rendición de cuentas. En vez de generar un federalismo cooperativo, escrituró una carta feudal para la República.




    La instauración de una genuina democracia exigía, como lo dijimos hace casi 30 años, una reforma integral del Estado que, entre otras modificaciones, estableciera mayor simetría entre la presidencia y el Congreso y construyera un Poder Judicial verdaderamente autónomo. Desde la Comisión para la Reforma del Estado de 2000 y en numerosos foros parlamentarios y académicos se planteó la necesidad de un cambio de régimen que garantizara la gobernabilidad democrática. Se debatió, sobre todo, el ritmo y alcance de esa transformación, pero hubo coincidencia en el sentido de adoptar, aunque fuese gradualmente, procedimientos propios del parlamentarismo con el fin de otorgar sentido a la pluralidad política y distinguir con nitidez las esferas competenciales del Estado y del gobierno. En estos principios convergieron personalidades políticas de casi todos los partidos y algunas de ellas los promovieron abiertamente.




    En los tiempos de la alternancia, la parlamentarización se hacía ya necesaria; ahora es urgente e inaplazable. No obstante, los atavismos políticos, la ignorancia y hasta el temor a lo desconocido frenaron una y otra vez el intento. Prueba de ello es que las más recientes reformas políticas (2014) sólo arrojaron ajustes marginales sin tocar la estructura del poder e introdujeron cambios sociales y económicos cuyos efectos han sido regresivos y merecen el repudio mayoritario de la sociedad.




    Lo que el país espera es una verdadera reforma del poder y un cambio de rumbo que lo rescate de la desesperanza. La batalla por el futuro no es una lucha de gladiadores, sino la búsqueda de soluciones institucionales y de esquemas alternativos de desarrollo. Los equilibrios que requerimos demandan una nueva racionalidad en el ejercicio del gobierno y una apertura efectiva a la participación de la ciudadanía, liberada de la miseria, en la toma de decisiones.




    RESTAURAR LA LEGITIMIDAD




    En el marco prestigioso de la Feria Internacional del Libro (FIL) de Guadalajara de 2015 participé en una mesa redonda titulada “Las lecciones de las elecciones”, referente a las intermedias celebradas ese mismo año. Acoté que ello no significaba un análisis estadístico, menos aún una apología ni una diatriba, sino el conjunto de enseñanzas que extrajimos de los acontecimientos. En mi criterio, se confirmó la baja legitimidad del sistema político, la escasa credibilidad en los actores tradicionales y las graves distorsiones acumuladas en el sistema electoral. Como trasfondo la desigualdad, la miseria y la incidencia del poder económico en la compra, coerción y manipulación del voto.




    La participación electoral se incrementó ligeramente y el voto nulo decreció, pero lo más sobresaliente es que el voto a favor del PRI fue de apenas 29%, lo que significaba 14.8% de la lista nominal. Los partidos VIP disminuyeron su electorado, mientras que los menores lo incrementaron; en su primera aparición, el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) obtuvo el cuarto lugar y el conjunto arrojó una acusada dispersión del voto. A pesar de que se evitó una catástrofe mayor, se registraron más incidentes violentos que en ninguna otra elección contemporánea. La ciudadanía fue atiborrada por una casi demencial transmisión de spots (40 millones 993 mil 632), además del tiempo comprado a trasmano por partidos y candidatos. En la capital de la República finalizó una larga época de dominación hegemónica y se instaló el multipartidismo.




    El hecho más destacado fue el surgimiento de los candidatos independientes que abrió otras alternativas democráticas. No obstante que se registraron 22 candidatos independientes a diputados federales, sólo uno resultó victorioso. Se ejerció el derecho humano a ser votado y el régimen contraatacó a través de las iniciativas “antibronco” y con la demanda trasnochada de disminuir el número de representantes plurinominales.




    La legislación actual debe ser modificada drásticamente, pero en el sentido de restaurar nuestra democracia electoral. Padecimos las consecuencias de la peor reforma que se haya introducido desde 1994 y se torna necesario remontar los agravios que se han cometido. Lo primero es la reducción categórica de las prerrogativas y topes de campaña, así como hacer efectivos los mecanismos de control sobre la feria impune del dinero.




    Al inicio de la reforma de 1996 el presidente Zedillo aceptó que la campaña presidencial no costara más de un peso por ciudadano (65 millones de pesos), pero en el curso de la negociación las presiones partidarias duplicaron tres veces esa cifra. En 2007, al transferir al gobierno el pago de la publicidad en radio y televisión de los partidos sin disminuir sus prerrogativas, se produjo de hecho una nueva duplicación. Resulta imprescindible volver al espíritu original de la transición y modificar los modelos de comunicación política, privilegiando el debate sobre los mensajes anodinos y mentirosos.




    El principio universal de igualdad para el acceso a la función pública debiera conducirnos a un genuino “piso parejo” para los candidatos, incluyendo los independientes. Terminar con el sinsentido de otorgar mayores prerrogativas a los partidos que obtuvieron las más altas votaciones en los comicios anteriores, como si a los ganadores de las contiendas atléticas se les colocara 500 o mil metros adelante en las siguientes competencias.




    La lista de cambios que deben introducirse es enorme. Incluye el fortalecimiento de los medios de apremio y sanción del árbitro electoral en tiempo oportuno, la revisión del sistema de designación de las autoridades electorales para liberarlas del secuestro de los partidos, la aceptación de la nulidad genérica o “abstracta” por faltas cometidas antes de la jornada electoral, la supresión de las ambigüedades en las atribuciones del INE y la plena jurisdiccionalización de los procesos mediante la creación de una sala especial en la Suprema Corte.




    La cuestión de la segunda vuelta está directamente relacionada con la naturaleza del régimen político. En un sistema presidencial no resuelve el problema de la atomización del Legislativo y es un aliciente adicional para los acuerdos de trastienda. En uno parlamentario o semipresidencial, el “balotaje” cabría para la elección de jefe de Estado, dejando al Congreso la designación del jefe de Gobierno e induciendo una democracia bipolar, efectiva y transparente. La tarea es de gran alcance y se inserta en el proyecto de la nueva constitucionalidad.




    VUELTA DE TUERCA




    La condena nacional e internacional sobre la violación de los derechos humanos en México durante el sexenio de Peña Nieto se volvió indetenible en 2016. Su gobierno trató inútilmente de atemperarla o de contradecirla con disculpas históricas del Ejército y torpes forcejeos con los organismos multilaterales —como la suspensión unilateral de la tarea del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI) en el caso Ayotzinapa— con el fin de disfrazar el fracaso de una estrategia de seguridad que encubrió los intereses económicos del trasiego de armas y drogas.




    El video en el que se mostraba la tortura de una mujer por parte del Ejército y la Policía Federal se convirtió en una alerta mundial como ocurrió en Irak y Guantánamo. Dio la razón a las organizaciones que habían asentado el carácter generalizado de esta práctica, parte sustantiva de lo que se entendía como “investigación” por parte de las fuerzas del orden.




    La revelación en su momento de que por lo menos dos policías federales habían participado en la desaparición de hasta 20 de los 43 normalistas representó un viraje definitivo en la inverosímil trama construida por la entonces Procuraduría General de la República (PGR) y falazmente divulgada como la “verdad histórica”. Estos hechos atestiguaban la mentira sistemática del gobierno respecto de la injerencia de autoridades y agentes públicos en escandalosos atentados.




    Los dirigentes políticos de los países desarrollados no podían hacer caso omiso de esos fenómenos y eso empañaría irremisiblemente los viajes de Estado del jefe del Ejecutivo en busca de inversiones extranjeras. Así ocurrió en algunos discursos de la canciller alemana y del primer ministro de Dinamarca. La voz internacional más significativa vino del Departamento de Estado estadounidense, que en uno de sus informes estableció que en 2015 ocurrieron en México graves y numerosas violaciones, acentuando “los casos en que han participado elementos de las fuerzas armadas y policías de distintos niveles de gobierno”.




    Las declaraciones vertidas por Hillary Clinton, entonces candidata a la presidencia de los Estados Unidos, refiriéndose a los casos de Ayotzinapa, Tlatlaya y Juchitán, representaron una ominosa advertencia respecto de nuestras relaciones bilaterales, más aguda que los excesos de su contendiente Donald Trump. Sentenció que nuestro gobierno debía borrar los estigmas de “corrupción e impunidad” que “debilitan el futuro de los mexicanos” y finalizó diciendo: “No quiero que México ignore las leyes internacionales”.
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